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AUTORIDADES NACIONALES

Decide la Sala la demanda de simple nulidad interpuesta por el señor Omar Edgar Borja Soto contra la Rama Judicial, Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

LA DEMANDA 

En ejercicio de la acción consagrada en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, el señor Omar Edgar Borja Soto solicitó la nulidad de los artículos 5° y 26 a 36 del Acuerdo No. 1392 de 21 de marzo de 2002;
 1° del Acuerdo No. PSAA06-3346 de 13 de marzo de 2006
 y 1° del Acuerdo No. PSAA08-4874 de 11 de junio de 2008,
 expedidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

Para fundamentar sus pretensiones expuso los siguientes hechos:

La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura expidió los Acuerdos Nos. 1392 de 21 de marzo de 2002 (Arts. 5° y 26 a 36) reglamentó la evaluación y calificación de servicios de los funcionarios y empleados de carrera de la Rama Judicial; por el Acuerdo PSAA08-4874 de 2008 (Art. 1°), determinó el rendimiento de los Despachos Judiciales del tercer nivel; y por el Acuerdo PSAA06-3346 de 2006 (Art. 1°), estableció la Planta de Personal de los Juzgados Administrativos.

Adujo que los actos acusados infringen lo previsto en la Ley 270 de 1996, pues establece que los Juzgados se integrarán por el Juez Titular, el Secretario, los Asistentes que la especialidad demande y el personal auxiliar calificado que determine el Consejo Superior de la Judicatura (Art. 21), con base en las competencias asignadas por la ley, el volumen promedio de los asuntos, el nivel estimado de rendimiento, las necesidades que existan en materia de asistencia y asesoría en distintas disciplinas y los requerimientos reales de personal auxiliar calificado (Art. 51), mientras que el Acuerdo 1392 de 21 de marzo de 2002 (Art. 29) previó que los Despachos se integran en 3 niveles dependiendo el número de procesos (primer nivel: igual o inferior a 400 procesos – segundo nivel: igual o inferior a 700 procesos – tercer nivel: superior a 700 procesos).

Respecto a la evaluación y calificación de los servicios de los funcionarios y empleados de Carrera de la Rama Judicial, indica que los artículos 28, 30, 31 y 32 del Acuerdo 1392 de 2002 establecieron el rendimiento de cada funcionario dividiendo el egreso efectivo por la carga efectiva, vulnerando así la Ley 270 de 1996 respecto de los indicadores de gestión, rendimiento y desempeño, factores de evaluación y servicios según idoneidad, calidad y eficiencia.

Por su parte el Acuerdo PSAA06-3346 de 2006 (Art. 1°), advirtió que una estructura de los Juzgados rígida vulnera lo previsto en la Ley 270 de 1996, que establece flexibilidad según lo determinado por el Consejo Superior de la Judicatura.  

Respecto de la capacidad máxima para evacuar procesos entre el 1° de enero y el 31 de diciembre de 2007, dijo, que el Acuerdo 4874 de 2008 (Arts. 1° y 2°) limitó la productividad máxima sin atender ningún tipo de estadística como lo establece la Ley 270 de 1996 (Arts. 21 y 85).

NORMAS VIOLADAS

Como disposiciones violadas, se citan las siguientes:

Constitución Política, artículos 1°, 2°, 13, 17, 25, 53, 209, 228, 229, 256 y 257; Ley 270 de 1996, artículos 7°, 21, 41, 42, 50, 51, 85, 169, 170, 171, 172, 173 y 175, numerales 2° y 3°.

CONCEPTO DE VIOLACIÓN
La clasificación de los Despachos en 3 niveles que establece el artículo 29 del Acuerdo 1392 de 2002, no tiene ninguna correspondencia con las normas de carácter superior, específicamente con los artículos 21 (que establece la planta mínima de un Juzgado como organización judicial); 51 (organización básica interna de cada Despacho); 85 numerales 9° y 19 (sobre indicadores de gestión, rendimiento y desempeño), al no comprender dicha taxonomía los siguientes parámetros: 

a. Competencias asignadas por la ley.

b. Volumen promedio de los asuntos.

c. Nivel estimado de rendimiento.

d. Necesidades en asistencia y asesoría en cada disciplina.

e. Requerimientos reales de personal auxiliar.

En efecto al tomar como parámetro "las competencias asignadas por la Ley", de acuerdo con el artículo 11 de la ley 270 de 1996 y los códigos de procedimiento civil, penal, administrativo, laboral, de menores, etc., encontramos por lo menos la siguiente clasificación: 

1.-   Juzgados Promiscuos Municipales.

2.-   Juzgados Civiles Municipales.

3.-   Juzgados Penales Municipales.

4.-   Juzgados Promiscuos del Circuito.

5.-   Juzgados Civiles del Circuito.

6.-   Juzgados Penales del Circuito.

7.-   Juzgados Laborales del Circuito.

8.-   Juzgados Administrativos del Circuito.

9.-   Juzgados de Familia.

10.- Juzgados de Menores.

11.- Juzgados de Pequeñas Causas y de competencia múltiple.

12.- Penales para adolescentes.

13.- Tribunales Superiores.

14.- Tribunales Administrativos.

15.- Tribunales Militares.

16.- Consejos Seccionales.

Al tomar el parámetro "volumen promedio de los asuntos" en cada uno de los anteriores despachos judiciales, la ley exige que el Acuerdo acusado debe estar precedido de una información estadística que dé lugar a una consecuente clasificación. 

Para determinar "el nivel esperado de rendimiento" exige la ley, en cada género de despachos según "las competencias asignadas por la ley" una información estadística que permita establecer cuál es el nivel esperado, el cual no podrá ser superior al promedio obtenido en cada género de despachos judiciales según la especialidad y de acuerdo con las estadísticas. 

Al examinar el parámetro "necesidades en asistencia y asesoría en cada disciplina" también, por la LEAJ, se exigen estudios previos: así por ejemplo unos son los requerimientos de un juez de familia que un juez penal municipal o del circuito que funge como juez de garantías en el sistema acusatorio. El número de procesos también incide en los requerimientos de asistencia y asesoría al igual que la complejidad de los temas que aborde cada despacho como ocurre con las acciones de grupo que en muchas ocasiones sus miembros pueden superar miles de demandantes. 

El parámetro "requerimientos reales de personal auxiliar" también exige estudios previos sobre cargas de trabajo de acuerdo al volumen y competencias de cada género de despachos y conforme al apoyo tecnológico y la sistematización de procesos, entre otros factores. 

Los artículos 28, 30, 31 Y 32 del Acuerdo 1392 de 2002, al hacer ésta clasificación de los Despachos (niveles 1, 11 y 111) no tuvieron en cuenta ninguno de esos parámetros legales sino que lo hizo en forma caprichosa sin sujeción a la ley lo cual constituye violación directa de la ley estatutaria por falta de aplicación. 

Los artículos 26 y 33 del Acuerdo 1392 de 2002, al establecer que "el rendimiento de cada funcionario se determinará dividiendo el egreso efectivo por la carga efectiva", de acuerdo con las definiciones consagradas en los artículos 27 (carga efectiva) y 28 (egreso efectivo), del mismo Acuerdo, quebranta los siguientes artículos de la ley estatutaria: 85 Numeral 19 (indicadores de gestión, rendimiento y desempeño), 169 (evaluación de servicios según idoneidad, calidad y eficiencia) y, 170 (factores de evaluación), al omitir evaluar dentro del factor eficiencia o rendimiento las siguientes actividades de los despachos judiciales: 

1. Autos interlocutorios.

2. Autos de trámite.

3. Audiencias de práctica de pruebas: declaración de terceros; interrogatorios de parte; admisión, decreto, práctica y contradicción de dictámenes periciales e informes de representantes legales. 

4. Práctica de pruebas por fuera del despacho judicial.

5. Atención de comisiones.

6. Admisión, trámite y resolución de incidentes: nulidades procesales, amparos de pobreza, etc.

7. Incidentes de desacato en acciones de tutela.

8. Ejecución de sentencias en acciones constitucionales.

9. Realización formal de notificaciones por estado, por edicto, personales y otras diligencias conexas como emplazamientos, designación de curadores, etc. 

En efecto, el artículo 28 del Acuerdo sólo consagra como egreso efectivo las providencias que pongan fin al proceso tales como sentencias, conciliaciones y un porcentaje (80%) de procesos remitidos a otros despachos en programas de descongestión para fallo, por lo que, la admisión, inadmisión y rechazo de demandas, el trámite y resolución de incidentes, la resolución de recursos e intervenciones de terceros, etc., no tienen ninguna evaluación, y éstas actividades representan no menos del cincuenta por ciento (50%) de la carga laboral que deben adelantar tanto funcionarios como empleados judiciales. 

Al examinar el artículo 27 (carga efectiva), en él se incluye el inventario inicial y todos los procesos ingresados en el período a evaluar, pero no se contemplan como egreso, en ningún porcentaje, los autos interlocutorios y de impulsión del proceso, lo cual quebranta el principio de evaluación integral (Artículo 41, numeral 3° in fine de la LEAJ). 

Los artículos 30, 31 Y 32 del Acuerdo 1392/02 han establecido el puntaje de rendimiento de los funcionarios que se desempeñan el primero, segundo y tercer nivel, con base únicamente en el "egreso efectivo" resulta contrario al principio de "PROPORCIONALIDAD DE LAS CARGAS DE TRABAJO" (artículo 50 LEAJ), pues no resulta razonable que el máximo puntaje (40) sólo se obtenga con rendimiento igual al 90%, es decir con egresos efectivos [léase sentencia o conciliación], sin tener en cuenta los autos interlocutorios y de trámite y la práctica de pruebas a las que nos hemos venido refiriendo. 

	Rendimiento
	Puntaje Juzgados 1° Nivel Hasta 400
	Puntaje Juzgados 2° Nivel de 400 Hasta 700


	Puntaje Juzgados 3° Nivel Más de 700
	Número de Procesos con Sentencia para Obtener 40 Puntos en el 1° Nivel


	Número de Procesos con Sentencia para Obtener 40 Puntos en el 2° Nivel



	+90%
	40
	40
	40
	360
	360

	70 – 90%
	27 - 39
	29 - 39
	31 - 39
	280 - 360
	280 – 630

	50 – 70%
	13 - 27
	16 - 29
	19 - 31
	200 - 280
	200 – 630

	-50%
	Máximo 13
	Máximo 16
	Máximo 19
	-200
	200  o -350


Lo anterior significa que en un año el Juez para obtener el máximo puntaje por rendimiento (40 puntos), cuando tiene 400 procesos, este obligado a proferir sentencia o conciliación en no menos de 360 procesos, lo cual objetivamente no es posible, atendiendo el procedimiento legal de cada proceso y la dependencia de entidades y de personas naturales y jurídicas para la producción de pruebas. De otra parte tampoco resulta proporcional a las cargas de trabajo y a los indicadores de gestión, de rendimiento y de desempeño que necesariamente han de estar soportados en estadísticas reales preexistentes de todos los despachos judiciales atendiendo las especialidades establecidas por el legislador y la clasificación que con base en ésta haga el Consejo Superior de la Judicatura. 

El acto acusado es ilegal por omisión al no incluir en el factor rendimiento otras actuaciones en los despachos judiciales tales como autos interlocutorios, autos de trámite, práctica de pruebas, audiencias públicas de diversa naturaleza, auxilio de comisiones, admisión y resolución de incidentes, elaboración de estadísticas, cumplimiento de las formalidades de diversas formas de notificación de providencias, etc., las cuales constituyen trabajo, pero que no resulta evaluado por no considerarse "egreso efectivo".

El acto acusado es contrario al derecho a la igualdad e ilegal cuando en su ejecución genérica no distingue las diferentes competencias de los diferentes despachos judiciales, pues unos son los municipales en sus diferentes modalidades, otros los del circuito en sus modalidades especificas (penales, laborales, civiles, administrativos, de ejecución de penas, especializados, familia, de pequeñas causas, etc.), unos pueden tener asiqnaca una jurisdicción territorial que comprenda únicamente un municipio y otros pueden comprender todos los municipios de un Distrito o incluso comprender los municipios de un Departamento como entidad territorial, o en algunos casos municipalidades de dos o más Departamentos o de la Nación. 

Los jueces colegiados también tienen competencias distintas, pues unos son solo Tribunales de segunda instancia y otros instruyen además -como los administrativos- procesos desde la admisión de la demanda hasta su culminación en primera o única instancia. 

La diversidad de jurisdicciones y competencias, exige de acuerdo con especificas funciones, tareas, actividades y cargas de trabajo que la evaluación comprenda tales especificidades so pena de incurrir en injusticias que van en detrimento de la efectividad de los derechos, obligaciones y libertades protegidas por la Carta Política y los más elementales criterios de justicia y equidad en la calificación de servicios de los funcionarios judiciales, contravienen normas constitucionales que dan especial protección al trabajo en condiciones dignas y justas (Art. 25 de la ibídem), con derecho al descanso (Art. 53 ídem) y de acuerdo con los índices de rendimiento de sus pares (los juzgados de su especialidad) conforme al numeral 4° del art. 256 de la Constitución Política. 

Al contabilizar los términos en un proceso ordinario contencioso administrativo, en un año de 224 días hábiles, en primera instancia, siendo perfecto el proceso, ocuparía no menos de 150 días hábiles, pero si tiene inadmisión implicaría 167 días y si tiene llamamiento en garantía duraría 248 días y si hay un incidente habría que sumarle 61 días para un total de 309; si hay pruebas fuera del despacho habría que sumar 30 días adicionales y si solo se presenta un recurso reposición debe tenerse en cuenta 18 días más, por lo que el cálculo anual no resulta ajustado a la realidad. 

De otra parte los procesos que con reparto con posterioridad al mes de mayo no alcanzan a sustanciarse y tenerse listos para sentencia al final del año. 

En la práctica judicial todos sabemos que surgen incidentes de diversa índole, recursos de providencias interlocutorias, demoras con la sola contestación de los oficios, complicaciones en las diligencias de notificación cuando se requiere hacer emplazamientos y en general trámites que impiden cumplir con egreso definitivo en un año de 224 días hábiles.

Ahora bien, el artículo 13 del ordenamiento superior impone al Estado el deber de tratar a los individuos de tal modo que las cargas y ventajas sociales se distribuyan equitativamente entre ellos. Ese deber se concreta, según la Corte Constitucional,
 en cuatro mandatos:

I. Trato idéntico a destinatarios que se encuentren en circunstancias idénticas.

II. Trato diferenciado a destinatarios cuyas situaciones no compartan ningún elemento común.

III. Trato paritario a destinatarios cuyas situaciones presenten similitudes y diferencias, pero las similitudes sean más relevantes que las diferencias (trato igual a pesar de la diferencia).

IV. Trato diferenciado a destinatarios que se encuentren también en una posición entre parte similar y en parte diversa, pero en caso que las diferencias sean más relevantes que las similitudes (trato diferente a pesar de la similitud).

Para el presente evento, el acto acusado es discriminatorio frente a la calificación de los jueces, pues si bien existe similitud en cuanto a la función de administrar justicia, las diferencias son más relevantes, en cuanto a categoría, especialidad, procedimientos, tipo de procesos y planta de personal, de donde resulta claro que el acto acusado conculca éste principio y el derecho fundamental. 

En síntesis, un juez con 400 procesos, de acuerdo con los artículos 26 a 36 del Acuerdo 1392 de 1992, tendría que sacar para obtener en el factor rendimiento un 90%, que le daría un puntaje de 40 puntos, un fallo diario, es decir, para obtener ese resultado (360 procesos evacuados) tendría que trabajar todos los días del año incluyendo sábados, domingos, festivos y la totalidad de las vacaciones, lo cual constituye un régimen de servidumbre con exigencia de una productividad que excede el principio de cargas proporcionales de trabajo y vulnera el derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas y el derecho al descanso necesario, máxime cuando esos índices de rendimiento se hacen imperativos en despachos que no tienen la estructura básica en su planta de personal de acuerdo con la ley 270 de 1996.  (Fls. 35-46)

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, por intermedio de apoderado dio contestación a la demanda (Fls. 66-96) y solicitó negar la nulidad de los actos administrativos acusados, en los siguientes términos.

Propuso la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda por considerar que el actor no expresó el concepto de violación de algunos artículos de los Acuerdos acusados, como lo prevé el artículo 137 del Código Contencioso Administrativo.

Indicó que el Consejo Superior de la Judicatura tiene competencia para expedir los actos impugnados, al igual que la facultad general otorgada por la Constitución de 1991, tal como se prevé en artículo 257. Dicha facultad ha sido reconocida por la Corte Constitucional
 en reiterados pronunciamientos, al igual que en la Ley 270 de 1996.

Quiere decir, que los Acuerdos 1392 de 2002, particularmente los artículos 26 a 36; 4874 de 2008 y 3346 de 2006, fueron expedidos por la accionada en ejercicio de las facultades constitucionales y legales que le fueron concedidas, especialmente por el artículo 257 de la Carta Política.

No existió una desviación de poder, debido a que las medidas administrativas obedecen al desarrollo de la facultad reglamentaria conforme lo disponen los artículos 257 ibídem y 85-19 y 170 de la Ley 270 de 1996, que como norma especial de carácter estatutario, le otorga al Consejo Superior de la Judicatura las herramientas legales necesarias, que le permiten realizar la evaluación de servicios, para desarrollar los postulados constitucionales, que garanticen a través de medidas administrativas, en cumplimiento de la función pública, el acceso a todos los ciudadanos con criterios de oportunidad, eficiencia y eficacia a los cargos públicos que dentro de una carrera judicial pueden optar y así contribuir a la demanda de empleo en el sector justicia en igualdad de oportunidades y hacer efectivo el principio del mérito, según el cual, se determina el ingreso y permanencia en el servicio.

Tampoco se actuó con una falsa motivación, puesto que siempre ha existió la debida correspondencia entre la facultad reglamentaria y las medidas adoptadas en desarrollo de las normas superiores antes relacionadas.

Tampoco se infringieron las normas en que se fundamentaron los actos acusados, puesto que están claramente establecidas tanto en la Constitución como en la Ley.

Con lo expuesto, se pone en evidencia que los argumentos del actor son simplemente apreciaciones que hace sobre una interpretación jurídica de normas constitucionales y legales, dejando de lado lo más importante, como es la facultad reglamentaria y la competencia específica, que la Carta Política y la Ley 270 de 1996 le confieren al Consejo Superior de la Judicatura.

CONCEPTO FISCAL

La Procuradora Tercera Delegada ante esta Corporación, en Concepto visible de folios 114 a 130, solicitó denegar las súplicas de la demanda.

Comparte lo expuesto por la entidad demandada, respecto a la ineptitud sustantiva de la demanda frente a los artículos 1° del Acuerdo No. PSAA06-3346 de 2006 y 1° del PSAA084874 de 11 de 2008, pues no se indicaron los motivos de inconformidad con los mismos.

“Sin embargo como las pretensiones de dicha acción estaban dirigidas únicamente al artículo segundo del Acuerdo demandado, estimó procedente rendir concepto en el expediente No. 11001032500200800132 00 (2792-2008), demandante, al que se acumuló el anterior, en el sentido de referirse también al artículo primero del mismo acto, que también fue objeto de demanda, respecto a lo cual se dijo que si el Acuerdo No. PSAA08-4874 de 2008, que señaló el rendimiento esperado para los jueces administrativos para el periodo comprendido entre el 1° y el 3| de diciembre de 2008, fue expedido hasta el 11 de junio de 2008 y publicado en la Gaceta de la Judicatura año XV- vol. XV No. 09 de junio 13 de 2008, es decir, posterior al mes de enero del año a evaluar que sería el 2008, su expedición fue extemporánea, lo que vulnera en forma directa el artículo 34 del Acuerdo No. 1392 de 2002, y por ende compromete el artículo 170 de la ley 270 de 1996 y los artículos 29 y numeral 3° del artículo 257 de la Constitución Política.”

Respecto a los artículos 5° y 26 a 36 del Decreto 1392 de 2002, fue expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a las facultades que le otorga el artículo 256-1 de la Constitución Política, dada su condición de administrador de la Carrera Judicial, por tanto obró conforme a la competencia que le asigna el artículo 257-3 ibídem.

La Carrera Judicial se basa en el carácter profesional de los funcionarios y empleados y en la consideración del mérito como fundamento principal para el ingreso, la permanencia y la promoción en el servicio, orientada a atraer y retener los servidores más idóneos, razón por la cual, en forma permanente se exige entre otras, un nivel satisfactorio de rendimiento. (Art. 169 LEAJ)

Por tanto, gozan de presunción legal las normas que se han expedido en cumplimiento de esos cometidos como el Acuerdo 1392 de 2002, ya que es necesario evaluar el desempeño de los funcionarios y empleados de carrera vinculados a la Rama Judicial y con ello poder medir los niveles de idoneidad, calidad y eficiencia que justifican la permanencia en el cargo, como lo prevé la Ley Estatutaria de Administración de Justicia.

Para estructurar la evaluación de servidores, el artículo 170 de la LEAJ, estableció que ésta debía ser motivada y resultante del control permanente del funcionario o empleado, que comprende los factores de calidad, eficacia o rendimiento, organización del trabajo y publicaciones.

Así las cosas, los artículos 13, 14 y 15 del Acuerdo 1392 de 2002 guardan plena armonía entre la norma de carácter general contenida en la Ley 270 de 1996 y el Decreto Reglamentario, pues no hace el Acuerdo otra cosa diferente a puntualizar los factores a tener en cuenta para la calificación asignándole unos valores específicos y fijando un rango de puntaje para efectos de evaluar como son: excelencia, buena o insatisfactoria gestión del calificado, que en nada riñe con el concepto general de evaluación que se utiliza no solo en esta Rama, sino en todas las entidades del sector público.

Sobre éste punto, en el Acuerdo demandado y conforme lo alega la accionada, para la calificación del factor eficiencia y rendimiento, los despachos se clasificaron en tres niveles, según el número de procesos a su cargo durante el período a evaluar, así:

· Primer Nivel: Pertenecen aquéllos despachos con carga efectiva inferior o igual a 400 procesos.

· Segundo Nivel: Corresponde a los despachos con carga efectiva o superior a 700 procesos.

· Tercer Nivel: Lo conforman aquellos despachos con una carga efectiva superior a 700 procesos.

El Acuerdo 1392 de 2002 en los artículos subsiguientes establece los puntajes correspondientes por cada nivel, cuyo rendimiento se calcula dividiendo el egreso efectivo por la carga de procesos durante el período a evaluar. Pone de presente que la productividad de los funcionarios ubicados en los despachos de tercer nivel que tengan una carga efectiva o superior al rendimiento esperado, se determinará dividiendo el egreso efectivo por aquel, y que el rendimiento esperado será determinado por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, con base en la información estadística que sobre el movimiento de procesos repose en la Unidad de Carrera Judicial y de Desarrollo y Análisis Estadístico, el que nunca podrá ser inferior al límite superior de las carga correspondiente a los despachos ubicados en el segundo nivel.

Además señala el artículo 36 ibídem que cuando un funcionario tuviere a su cargo procesos de complejidad excepcional, por la naturaleza del asunto, número de personas involucradas o expedientes acumulados y requieran dedicación, se debe reportar dicha situación a la Unidad o a la Sala Administrativa del Consejo Seccional, tan pronto se advierta.

De otro lado, los artículos 27 y 28 del renombrado Acuerdo, precisan cómo está compuesta la carga efectiva y cómo se constituye el egreso efectivo y qué no se tiene en cuenta dentro de estos ítems.

Si bien es cierto que la LEAJ, se limita a señalar en forma general los factores a tener en cuenta en la calificación integral, corresponde a la Sala Administrativa, estructurar como se ponderan dichos factores y los ítems susceptibles de evaluación que los conforman, por ello la Unidad de Desarrollo, Análisis y Estadística ha desarrollado unos formatos que deben ser diligenciados en forma individual por cada despacho judicial, donde se consignan todas y cada una de las actuaciones adelantadas, respecto a todo tipo de decisiones, luego no es cierto que no se tenga en cuenta, toda la información ni los trámites que se adelantan, de donde se puede decir que al existir un parámetro general de medición, permite calcular el rendimiento de los despachos que tengan semejanza funcional, para con base en ello establecer estadísticamente su rendimiento.

En esas condiciones se deben negar las súplicas de la demanda respecto a los artículos 5° y 26 a 36 del Acuerdo 1392 de 2006.

Como no existe causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a decidir previas las siguientes

CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

Se trata de establecer si con la expedición de los actos acusados, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, lo hizo sin competencia y violación directa de la Ley; o si, por el contrario, las disposiciones que él contiene se encuentran ajustadas a la Constitución y la Ley.

ACTOS  ACUSADOS

Acuerdo No. 1392 de 21 de marzo de 2002, “Por el cual se reglamenta la evaluación y calificación de servicios de los funcionarios y empleados de carrera de la Rama Judicial”, expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura,
“En uso de sus facultades constitucionales y especialmente de las conferidas por el artículo 170 de la Ley 270 de 1996 y de conformidad con lo aprobado en la sesión ordinaria del 26 de febrero de 2002

ACUERDA

ARTÍCULO 5.- Para determinar el número de días hábiles laborados durante el período, la Sala Administrativa del Consejo Superior o la correspondiente seccional de la judicatura descontará, exclusivamente, los días hábiles que correspondan a vacaciones individuales, incapacidades, calamidad doméstica, escrutinios electorales, licencias, cierre extraordinario de los despachos, comisiones o permisos para la participación como formador o asistente en los eventos programados por la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla y los de salud ocupacional autorizados por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, siempre que hayan asistido a los mismos y cumplido con las cargas académicas.

Salvo las situaciones previstas en el inciso anterior, para determinar el número de días laborados, no se descontarán los permisos concedidos a los funcionarios, conforme al artículo 104 del Decreto 1660 de 1978, como quiera que éstos no deban afectar la prestación del servicio.

PARÁGRAFO.- Se entiende por calamidad doméstica, todo suceso familiar cuya gravedad afecte el normal desarrollo de las actividades del funcionario, como el fallecimiento, enfermedad o lesión grave de sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, del cónyuge, compañero o compañera permanente. 

(…)

CAPÍTULO VII

FACTOR EFICIENCIA O RENDIMIENTO

ARTÍCULO 26.- La calificación de este factor se efectuará sobre la productividad o rendimiento de los funcionarios, durante el período a evaluar, a partir de la carga y el egreso efectivos. 

ARTÍCULO 27.- La carga efectiva está constituida por:

1. 
El inventario al iniciar el período a evaluar de los procesos con trámite o activos sin sentencia o decisión que resuelva el fondo del asunto en la respectiva instancia y de las solicitudes de conciliación extrajudicial y de aprobación o improbación del acta que la contenga, que por disposición legal deban tramitar los funcionarios.

2. 
Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva instancia, que venían sin trámite o inactivos de períodos anteriores y fueron reactivados durante el período a evaluar. 

3. 
Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva instancia, las solicitudes de conciliación extrajudicial y de la aprobación o improbación del acta que la contenga, ingresados durante el período a evaluar. 

4. 
Los procesos que, por disposición legal, deban ser tramitados por el mismo despacho judicial a continuación de otro terminado. 

5. 
Los procesos cuyos recursos deban ser conocidos por el mismo funcionario.

PARÁGRAFO.- No se tendrán en cuenta para determinar la carga efectiva los siguientes procesos:

1. 
Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva instancia, cuando han estado suspendidos o interrumpidos los últimos seis meses del período a evaluar en virtud del recurso de apelación en el efecto suspensivo, del decreto de suspensión y de la interrupción. 

2. 
Los procesos sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la respectiva instancia, que no tuvieron tramite los últimos seis meses del período, siempre que no sea posible su impulso oficioso y no proceda la perención.

3. 
Los procesos que hayan sido enviados a otro funcionario, en cumplimiento de programas de descongestión para fallo, en el porcentaje que no se tiene en cuenta como egreso efectivo.

4. 
Los procesos que al final del período estén a cargo de otro funcionario en cumplimiento de programas de descongestión para sustanciación y fallo o solamente para sustanciación.

5. 
Los procesos remitidos por competencia a otro despacho dentro del período, sin sentencia o decisión que resuelva de fondo el asunto en la instancia.  

6. 
En primera instancia, las denuncias, demandas y acciones constitucionales, rechazadas o retiradas, siempre que se haya dado cumplimiento a la reglamentación sobre el régimen de reparto, para la correspondiente compensación. 

7. 
En segunda instancia, los procesos cuyos recursos o grado jurisdiccional de consulta hayan sido devueltos o inadmitidos.

ARTÍCULO 28.- El egreso efectivo está constituido por:

1. 
El número de procesos en los cuales se profirió sentencia o decisión que resuelva el fondo del asunto en la instancia, dentro del período a evaluar. 

2. 
La conciliación extrajudicial y el auto de aprobación o improbación del acta que la contenga, que por disposición legal deban tramitar los funcionarios.

3. 
La conciliación judicial debidamente aprobada por el juez, siempre que ésta termine el proceso. 

4. 
Los procesos remitidos a otro funcionario en programas de descongestión para fallo, los cuales serán tenidos en cuenta como egreso en un 0,80% cada uno, siempre y cuando la congestión no sea imputable al funcionario a evaluar. 

5. 
Los procesos en los cuales se profirió, dentro del período, la sentencia o decisión que resuelva el fondo del asunto en la instancia, que en cumplimiento de programas de descongestión hayan sido sustanciados por otro funcionario, serán tenidos en cuenta como egreso en un 0.20% cada uno, siempre y cuando la congestión no sea imputable al funcionario a evaluar. 

PARÁGRAFO.- No se tendrán en cuenta para determinar el egreso efectivo los siguientes procesos:

1. 
En primera instancia, las denuncias, las demandas y acciones constitucionales, rechazadas o retiradas.

2. 
En segunda instancia, los procesos cuyos recursos o grado jurisdiccional de consulta hayan sido devueltos o inadmitidos.

ARTÍCULO 29.- Para la calificación de este factor los despachos se clasifican en tres niveles, según el número de procesos a su cargo durante todo el período a evaluar, así:

Primer nivel: con carga efectiva inferior o igual a 400 procesos. 

Segundo nivel: con carga efectiva superior a 400 procesos e inferior o igual a 700.

Tercer nivel: con carga efectiva superior a 700 procesos.

ARTÍCULO 30.- El puntaje de los funcionarios que se desempeñen en despachos ubicados en el primer nivel se establecerá así:

1. Con rendimiento igual o superior al 90%: 40 puntos.

2. Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 90%: entre 27 y 39 puntos, proporcionalmente al rendimiento logrado.

3. Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70%: entre 13 y 27 puntos, proporcionalmente al rendimiento logrado. 

4. Con rendimiento inferior al 50%: hasta un máximo de 13 puntos, proporcionalmente al rendimiento logrado.

ARTÍCULO 31.- El puntaje de los funcionarios que se desempeñen en despachos ubicados en el segundo nivel se establecerá así:

1. Con rendimiento igual o superior al 90%: 40 puntos.

2. Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 90%: entre 29 y 39 puntos, proporcionalmente al rendimiento logrado.

3. Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70%: entre 16 y 29 puntos, proporcionalmente al rendimiento logrado. 

4. Con rendimiento inferior al 50%: hasta un máximo de 16 puntos, proporcionalmente al rendimiento logrado.

ARTÍCULO 32.- El puntaje de los funcionarios que se desempeñen en despachos ubicados en el tercer nivel se establecerá así:

1. Con rendimiento igual o superior al 90%: 40 puntos.

Cuando el número de procesos a cargo del funcionario determine la imposibilidad de lograr el rendimiento antes indicado, el puntaje se establecerá con base en el rendimiento esperado, según se define el artículo 34 del presente Acuerdo. 

2. Con rendimiento igual o superior al 70% e inferior al 90%: entre 31 y 39, proporcionalmente al rendimiento logrado. 

3. Con rendimiento igual o superior al 50% e inferior al 70%: entre 19 y 31 puntos, proporcionalmente al rendimiento logrado. 

4. Con rendimiento inferior al 50%: hasta un máximo de 19 puntos, proporcionalmente al rendimiento logrado.

ARTÍCULO 33.- El rendimiento de cada funcionario, se determinará dividiendo el egreso efectivo por la carga efectiva de procesos durante el período a evaluar. 

PARÁGRAFO.- Para determinar el rendimiento de los funcionarios que se hubieren desempeñado en un despacho por un lapso inferior al período a evaluar, se dividirá el egreso efectivo por la carga efectiva o por el rendimiento esperado proporcional al lapso laborado, según el caso. El nivel en que se encuentra ubicado el despacho se establece con base en el número de procesos a su cargo durante todo el período.

ARTÍCULO 34.- La productividad de los funcionarios a cargo de despachos ubicados en el tercer nivel, que tengan una carga efectiva igual o superior al rendimiento esperado, se determinará dividiendo el egreso efectivo por aquel.

El rendimiento esperado, será determinado por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, teniendo en cuenta la información estadística que sobre el movimiento de procesos repose en las Unidades de Administración de la Carrera Judicial y de Desarrollo y Análisis Estadístico; en ningún caso podrá ser inferior al límite superior de la carga correspondiente a los despachos ubicados en el segundo nivel.

Este se comunicará a los funcionarios, a más tardar en el mes de enero del año correspondiente a la iniciación del período a evaluar.

ARTÍCULO 35.- La calificación de este factor se realizará con base en la información que, en cumplimiento del artículo 104 de la Ley 270 de 1996, reportará anualmente el funcionario a evaluar, para lo cual diligenciará tantos formularios cuantos cargos haya desempeñado durante el período a evaluar, y los remitirá, debidamente diligenciados, a la Unidad de Administración de la Carrera Judicial, o a la Sala Administrativa del correspondiente Consejo Seccional de la Judicatura, según en el caso, a más tardar el último día hábil del mes de enero de cada año. 

Las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura remitirán, en medio magnético, la información contenida en los formularios diligenciados por los funcionarios, a más tardar el último día hábil del mes de febrero de cada año, a la Unidad de Administración de la Carrera Judicial.

La Sala Administrativa de los Consejos Superior o seccionales de la judicatura podrá verificar, en cualquier momento, y por los medios que estime pertinentes, la exactitud de la información reportada.

Cuando se establezca que los datos reportados por el funcionario para realizar la calificación de este factor son inexactos, sin perjuicio de las acciones a que hubiere lugar, se le asignarán cero (0) puntos en el mismo, salvo que se demuestre la ausencia de culpa. 

ARTÍCULO 36.- Cuando un funcionario tuviere a su cargo procesos de complejidad excepcional que, por la naturaleza del asunto, número de personas involucradas o por acumulación requieran de especial dedicación, tan pronto lo advierta lo reportará a la Unidad de Administración de la Carrera Judicial o a la sala administrativa del consejo seccional de la judicatura correspondiente. Si es del caso, se verificará la información y se harán los ajustes pertinentes observando criterios de equidad. 

(…)

PUBLIQUESE Y CUMPLASE

Dado en Bogotá a los veintiún (21) días del mes de marzo del dos mil dos (2002)”

Acuerdo No. PSAA06-3346 de 13 de marzo de 2006, “Por el cual se establecen las plantas de personal de los Juzgados Administrativos”, proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, así:

“En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, especialmente de lo dispuesto por el artículo 257 numeral 2º de la Constitución Nacional y por el 85 numeral 9 de la Ley 270 de 1996, en cumplimiento de las disposiciones de la Ley 4 de 1992 y los Decretos que la han desarrollado, dando aplicación al artículo 63 de la Ley 446 de 1998,  una vez oído el concepto previo de la Comisión Interinstitucional de la Rama Judicial y de conformidad con lo aprobado en la sesión de la Sala Administrativa del  22 de febrero de 2006,

ACUERDA:

ARTÍCULO PRIMERO.- La planta de personal de los Juzgados Administrativos de los circuitos judiciales administrativos de Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla, Cartagena, Tunja y Bucaramanga, será la siguiente.

 

	DENOMINACION
	GRADO
	No. CARGOS

	JUEZ DE CIRCUITO
	NOMINADO
	1

	SECRETARIO DE JUZGADO DE CIRCUITO
	NOMINADO
	1

	PROFESIONAL UNIVERSITARIO
	16
	1

	TOTAL
	3


ARTÍCULO SEGUNDO.- Los Juzgados Administrativos de los demás circuitos judiciales administrativos del país, tendrán la siguiente planta de personal:

 

	DENOMINACIÓN
	GRADO
	No. CARGOS

	JUEZ DE CIRCUITO
	NOMINADO
	1

	SECRETARIO DE JUZGADO DE CIRCUITO
	NOMINADO
	1

	PROFESIONAL UNIVERSITARIO
	16
	1

	CITADOR
	03
	1

	TOTAL
	4


ARTÍCULO TERCERO.- El régimen salarial y prestacional de los cargos creados por este Acuerdo, será el establecido para la Rama Judicial.

ARTÍCULO CUARTO.- La provisión de los cargos a que da origen el presente Acuerdo, se hará a partir del momento en que la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura informe a los Tribunales Administrativos sobre el particular.

 

ARTÍCULO QUINTO.- La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, conforme a sus facultades constitucionales y legales, y cuando las circunstancias lo ameriten, ponderará la necesidad de aumentar, disminuir o modificar las plantas de personal que se crean por medio del presente Acuerdo.

 

ARTÍCULO SEXTO.- La provisión de cada uno de los cargos creados por este Acuerdo se hará de acuerdo con los certificados de disponibilidad presupuestal Nos. expedidos por los Jefes de Presupuesto de las Direcciones Seccionales Ejecutivas de Cundinamarca – Bogotá 182,  Atlántico – Barranquilla 38, Bolívar – Cartagena 48, Boyacá – Tunja 49, Caldas – Manizales 102, Cauca – Popayán 39, Cesar – Valledupar 49, Córdoba – Montería 32, Huila – Neiva 89, Guajira – Riohacha 37, Magdalena – Santa Marta 26, Meta – Villavicencio 100, Nariño – Pasto 35, Norte de Santander – Cúcuta 74, Quindío – Armenia 60, Risaralda – Pereira 71, Santander – Bucaramanga 88, Sucre – Sincelejo 39, Tolima – Ibagué 51 del 10 de marzo de 2006;   Antioquia – Medellín 411, Quindío – Armenia 62 y Valle del Cauca - Cali 64 del 13 de marzo de 2006. 

ARTÍCULO SEPTIMO.- El presente Acuerdo rige a partir de su publicación en la Gaceta de la Judicatura.

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Dado en Bogotá, D. C., a los trece (13) días del mes de marzo del año dos mil seis (2006).”

Acuerdo No. PSAA08-4874 de 11 de junio de 2008, “Por medio del cual se determina el rendimiento esperado o Capacidad Máxima de Respuesta para los despachos judiciales del tercer nivel”, expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura,

“En ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial de las conferidas por los artículos 85, numerales 17 y 22 y 170 de la Ley 270 de 1996, y de conformidad con lo aprobado en la sesión de la Sala Administrativa del 11 de junio de 2008,

CONSIDERANDO

Que mediante el Acuerdo No. 1392 del 21 de marzo de 2002, se reglamentó la evaluación y calificación de  servicios de los funcionarios y empleados de carrera de la Rama Judicial.

 

Que el artículo  34 del Acuerdo No. 1392, establece que la calificación de los funcionarios a cargo de despachos judiciales ubicados en el tercer nivel, se determina teniendo en cuenta su productividad y al efecto debe establecerse el “rendimiento esperado”, según la categoría y especialidad de los respectivos cargos.

 

Que el denominado “rendimiento esperado” corresponde a un factor de ajuste, en equidad, para la calificación de la productividad de los despachos del tercer nivel, cuya carga efectiva sea superior a la capacidad máxima de respuesta. En efecto, con el fin de obtener una regla de equilibrio entre la carga efectiva de los despachos judiciales ubicados en el tercer nivel y la capacidad de respuesta del funcionario durante el período a evaluar, se establece la capacidad máxima de respuesta en los citados despachos judiciales, esto es, el rendimiento esperado.

 

Que la productividad de los funcionarios a cargo de los despachos judiciales ubicados en el tercer nivel, que tengan una carga efectiva igual o superior al rendimiento esperado (capacidad máxima de respuesta), se determinará dividiendo el egreso efectivo por aquél.

 

Que conforme al artículo 34 del Acuerdo 1392/02, el rendimiento esperado o capacidad máxima de respuesta, será determinado por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, aplicando una metodología que consulte de manera especial la información estadística que sobre el movimiento de procesos repose en las Unidades de Administración de la Carrera Judicial y de Desarrollo y Análisis Estadístico. En ningún caso podrá ser inferior al límite superior de la carga efectiva correspondiente a los despachos ubicados en el segundo nivel y será comunicada dentro del período a evaluar.

 

Así, una vez analizada la información estadística reportada por los funcionarios judiciales y la naturaleza de la figura equitativa antes referida, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura,

 

ACUERDA

 

ARTICULO PRIMERO.- Determinar la capacidad máxima de respuesta, para los Jueces de la República, correspondiente al período comprendido entre el 1° de enero y el 31 de diciembre de 2008, así:

	Juzgado
	Capacidad Máxima de Respuesta

(Procesos)



	Civil del Circuito
	762

	Penal del Circuito
	868

	Laboral
	1184

	Familia
	1055

	Promiscuo de Familia
	735

	Menores
	1049

	Promiscuo del Circuito
	701

	Civil Municipal
	1197

	Penal Municipal
	736

	Promiscuo Municipal
	701

	Administrativo
	701


ARTÍCULO SEGUNDO.- Conforme a la Circular PSAC07-17 del 8 de mayo de 2007, para los Jueces Administrativos por el período comprendido entre el 1º de enero y el 31 de diciembre de 2007, corresponde a 701 procesos.

ARTÍCULO TERCERO.- Este Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación en la Gaceta de la Judicatura.

PUBLÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CUMPLÁSE

 

Dado en Bogotá, D.C, a los once (11) días del mes de junio de dos mil ocho (2008). “

ANÁLISIS DE LA SALA

De la Excepción de Ineptitud Sustantiva de la Demanda

Tanto el Consejo Superior de la Judicatura, como el Ministerio Público solicitaron declarar la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda con relación a los Acuerdos Nos. PSAA06-3346 de 13 de marzo de 2006 y PSAA08-4874 de 11 de junio de 2008, porque el demandante no expresó el motivo de inconformidad con los mismos, sino que centró los argumentos únicamente con relación al Acuerdo No. 1392 de 21 de marzo de 2002.

El Código Contencioso Administrativo con relación al contenido de la demanda, dispone:

“Art. 137.- Toda persona ante la jurisdicción administrativa deberá dirigirse al Tribunal competente y contendrá: 

1°)
(…)

4°)
Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando se trate de la impugnación de un acto administrativo deberán indicarse las normas violadas y explicarse el concepto de violación. (…)”

La Corte Constitucional mediante sentencia C-197 de 7 de abril de 1999, M.P. Dr. Antonio Barrera Carbonell, declaró condicionalmente exequible la precitada norma, con la siguiente fundamentación: 

“(…) Carece de toda racionalidad que presumiéndose la legalidad del acto tenga el juez administrativo que buscar oficiosamente las posibles causas de nulidad de los actos administrativos, más aun cuando dicha búsqueda no solo dispendiosa sino en extrema difícil y a veces imposible de concretar, frente al sinnúmero de disposiciones normativas que regulan la actividad de la administración. Por lo tanto, no resulta irrazonable, desproporcionado ni innecesario que el legislador haya impuesto al demandante la mencionada obligación, la cual contribuye además a la racional, eficiente y eficaz administración de justicia, si se tiene en cuenta que el contorno de la decisión del juez administrativo aparece enmarcado dentro de la delimitación de la problemática jurídica a considerar en la sentencia, mediante la determinación de las normas violadas y el concepto de la violación.

Podría agregarse, que con el establecimiento de dichos requisitos el legislador desarrollo el deber previsto en el art. 95-7 de la Constitución para que quienes demandan actos administrativos ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo contribuyan al buen funcionamiento de la administración de justicia.  (…)"

Conforme a lo expresado por el Tribunal Constitucional el acto administrativo, como expresión de voluntad de la administración que produce efectos jurídicos se presume legal y es ejecutivo y ejecutorio, le corresponde a quien alega su carencia de legitimidad, expresar los motivos, bien sea por que fue expedido sin competencia, con vicios de forma, falsa motivación, o porque se incurrió en desviación de poder, que se violó alguna regla de derecho o se desconoció el derecho de audiencia y de defensa; en todo caso, debe el demandante expresar así sea sumariamente los motivos de inconformidad con el acto acusado.

En el presente caso, la Sala encuentra que efectivamente el actor no expresó razón alguna (así sea sumariamente) que permita efectuar análisis alguno de los Acuerdos Nos. PSAA06-3346 de 13 de marzo de 2006 y PSAA08-4874 de 11 de junio de 2008, en consecuencia se inhibirá de emitir pronunciamiento alguno al respecto.

Del Acuerdo No. 1392 de 21 de marzo de 2002 y la Cosa Juzgada

La cosa juzgada formal
 se presenta cuando existe una decisión previa del Juez Constitucional en relación con la misma que es llevada posteriormente a estudio o cuando se trata de una norma con texto normativo exactamente igual, es decir, que formalmente es igual; 
 éste último evento hace que no se pueda volver a revisar la decisión adoptada mediante fallo ejecutoriado.

El Consejo de Estado en sentencia de 12 de agosto de 2010, expediente 0581-2009 (09-00023-00), M.P. Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila, negó las súplicas de la demanda en que se discutió la legalidad del Acuerdo No. 1392 de 21 de marzo de 2002, proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. No obstante la Sala en esta oportunidad hará las siguientes precisiones:

De la Competencia de la Sala Administrativa

El artículo 125 de la Carta Política estipula que el sistema de carrera busca garantizar la eficiencia en las labores que desempeñan los órganos y entidades estatales, entre los que se encuentran los que hacen parte de la Rama Judicial, así como ofrecer a las personas las mismas oportunidades para acceder a los cargos públicos, capacitarse, permanecer en ellos y ascender de conformidad con el régimen legal y las decisiones administrativas que adopten las autoridades competentes.

De manera que el Consejo Superior de la Judicatura tiene la atribución de expedir reglamentos relacionados con la administración de la Carrera Judicial, como lo dispone la Constitución Política, con el siguiente contenido literal:

“Artículo 256.- Corresponde al Consejo Superior de la Judicatura o a los Consejos Seccionales, según el caso y de acuerdo a la ley las siguientes atribuciones:

1°.  Administrar la Carrera Judicial.

2°.  (…)

7°.  Las demás que señale la ley.

Artículo 257.- Con sujeción a la ley, el Consejo Superior de la Judicatura cumplirá las siguientes funciones:

1°.  (…)

3°.  Dictar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la administración de justicia, los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los distintos cargos y la regulación de los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los aspectos no previstos por el legislador.

5°. Las demás que señale la ley.”

Por su parte la Ley Estatutaria de Administración de Justicia [Ley 270 de 1996], prevé:

“Artículo 85. Funciones Administrativas. Corresponde a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura:

1°.   (…)

12. Dictar los reglamentos relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los distintos cargos. 

13. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los aspectos no previstos por el legislador. 

17. Administrar la Carrera Judicial de acuerdo con las normas constitucionales y la presente ley. 

18. Realizar la calificación integral de servicios de los Magistrados de Tribunal. 

19. Establecer indicadores de gestión de los despachos judiciales e índices de rendimiento, lo mismo que indicadores de desempeño para los funcionarios y empleados judiciales con fundamento en los cuales se realice su control y evaluación correspondientes. 

EI Consejo adoptara como mínimo los siguientes indicadores básicos de gestión: congestión, retraso, productividad y eficacia.

22. Reglamentar la carrera judicial.

32. Las demás que le señale la ley.
 

Artículo 170.  La evaluación de servicios de conformidad con el reglamento que expida la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, deberá ser motivada y resultante de un control permanente del desempeño del funcionario o empleado. Comprenderá calidad, eficiencia o rendimiento y organización del trabajo y publicaciones.

Artículo. 174. Competencia para administrar la carrera. La carrera judicial será administrada por las Salas Administrativas de los Consejo Superior o Seccionales de la Judicatura, con la participación de las Corporaciones Judiciales y de los Jueces de la Republica en los términos de la presente ley y los reglamentos. 

La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura reglamentará y definirá, conforme a lo dispuesto en esta ley, los mecanismos con forme a los cuales habrá de llevarse a efectos la administración de la carrera y la participación de que trata el inciso anterior.  (…)”

La Corte Constitucional mediante sentencia C-037 de 5 de febrero de 1996, al respecto indicó lo siguiente:

"(…) La Corte estima que las diversas funciones contempladas en la norma que se estudia, salvo las que a continuación se relacionarán, se avienen a la naturaleza de las responsabilidades que debe desempeñar la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, de conformidad con los preceptos constitucionales (Arts. 256 y 257 C.P.). Y los lineamientos que jurisprudencialmente ha determinado esta Corporación en la Sentencia No. C-​265-93, principalmente. 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 256-1 de la Carta, al Consejo Superior de la Judicatura le corresponde la tarea de administrar la carrera judicial. Para el efectivo ejercicio de esta atribución, entiende la Corte que a la citada Corporación le asiste la facultad de reglamentar algunos aspectos de dicho sistema de carrera, siempre y cuando no se trate de materias de competencia exclusiva del legislador, en los términos previstos en los artículos 125 y 150-23 de la Constitución. En otras palabras, para la Corte la facultad de reglamentar en cabeza del Consejo Superior de la Judicatura, no significa necesariamente suplantar las atribuciones propias del legislador. Por tal motivo, el numeral 22 será declarado exequible.  (…)”

La Sección Segunda de esta Corporación, mediante sentencia de 12 de agosto de 2010, declaró la legalidad del Acuerdo No. 1392 de 21 de marzo de 2002, y con relación a la competencia, dijo:

“(…) Como es sabido, en la jerarquía de las fuentes, las Leyes Estatutarias, previstas en el artículo 152 de la Carta Política, ocupan un lugar de privilegio en el ordenamiento, dada la importancia de las materias que ellas regulan, que impone entre otras exigencias especiales la revisión previa de constitucionalidad y mayorías para su aprobación. Pero además de los anteriores rasgos propios y exclusivos de las Leyes Estatutarias, su función regulatoria se expresa en un nivel superior de generalidad, lo que lleva a decir sin más preámbulos, que la Ley 270 de 1996 no podía agotar la materia de calificación de servicios, y tampoco la agotó, pues apenas sentó las reglas básicas a las cuales habrían de sujetarse tanto el legislador ordinario, como el propio Consejo Superior de la Judicatura, cada uno en lo de su competencia. Las Leyes Estatutarias regulan temas de trascendencia como la Administración de Justicia, los estados de excepción y otros aspectos de idéntica importancia y han sido reconocidas en una jerarquía muy cerca de la Constitución, lo que implica que éstas desarrollan su poder regulatorio en un grado que oscila entre la ley ordinaria y la Constitución; de este modo corresponde a la ley común u ordinaria, ocuparse de establecer las normas en un nivel minucioso de detalle, distinto al de la Ley Estatutaria. Así, justamente en la sentencia C-037 de 1996 puede leerse que “el objeto principal del proyecto bajo revisión – Ley Estatutaria de la Administración de Justicia- , es el de establecer la estructura y los principios generales que habrán de guiar el funcionamiento de la administración de justicia.” (Subraya la Sala). Por lo anterior, la Ley 270 de 1996, no reguló detalladamente todos los aspectos relativos a la carrera judicial. Justamente por ese motivo, en la sentencia de la Corte Constitucional ya señalada, fueron declaradas inexequibles las siguientes normas: artículo 4º, parágrafo 14; 16, 24, 41, numeral 6º; 62, 108; 114, numeral 1º; 179; 205, inciso 5º y 6º, declaración de inexequibilidad fundada en que los temas de que trataban las normas incorporadas en el Proyecto de Ley Estatutaria, eran propios de una ley ordinaria, y por lo mismo, no podían tener espacio en una Ley Estatutaria.   

La muestra incontrovertible de lo que acaba de decirse, reside en el propio artículo 204 de la Ley 270 de 1996 Estatutaria de la Administración de Justicia. Reza ese precepto que “hasta tanto se expida la ley ordinaria que regule la carrera judicial y establezca el régimen para las situaciones laborales administrativas de los funcionarios y empleados judiciales, continuaran vigentes, en lo pertinente el Decreto Ley 052 de 1987 y el Decreto 1660 de 1978, siempre que sus disposiciones no sean contrarias a la Constitución Política y a la presente Ley.” (Subraya la Sala)  Se sigue de lo anteriormente dicho, que la Ley 270 de 1996 no reguló de manera íntegra la materia referente al manejo de personal en la administración de justicia, sino que justamente reconoció que esta tarea no era de una Ley Estatutaria, sino que debería acometerla el legislador ordinario. 

De conformidad con lo dicho, si la Ley 270 de 1996 no agotó la materia, es decir, no reguló integralmente la actividad de la Administración, en materia de carrera judicial deben operar concurrentemente el legislador ordinario y el Consejo Superior de la Judicatura. 

Respecto del numeral 28, cabe señalar que, de acuerdo con las consideraciones expuestas en la Sentencia No. C-417-93, y que se reiteran en esta providencia, el numeral 40 del artículo 256 superior faculta al Consejo Superior de la Judicatura para llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales, dentro de las cuales se encuentran las enunciadas por la norma bajo examen. Sin embargo, conviene puntualizar que, también de acuerdo con los parámetros sentados en la referida sentencia, dicho control sobre la gestión de los magistrados que gozan de fuero constitucional especial, no puede abarcar el ejercicio de la función disciplinaria. En estos.  (…)”

Conforme a lo anotado se infiere que la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura actuó en uso de las facultades constitucionales y legales al expedir el Acuerdo No. 1392 de 2002.

De la Calificación de los Servidores de la Rama Judicial

El artículo 156 de la Ley 270 de 1996 – LEAJ, la Carrea Judicial se basa, entre otros aspectos, en:

I. El carácter profesional de los funcionarios.

II. La eficiencia de su gestión.

III. El mérito como fundamento principal para permanencia en el servicio.

Como lo expresó la Corte Constitucional en la sentencia C-195 de 1995, el elemento objetivo de la eficiencia es el determinante de la estabilidad laboral, por cuanto es su principio de ser; no se trata de una permanencia en el cargo por razones ajenas a la efectividad de los buenos resultados, ni el ingreso al empleo sin una vinculación fundada en motivos diferentes a la capacidad. Igualmente, el retiro se hará por hechos determinados legalmente, inspirados en la realidad de la eficiencia laboral.

Dentro de ese contexto es que la administración de la Carrera Judicial, se orienta entre otros aspectos a atraer y retener los servidores más idóneos exigiéndoles al mismo tiempo, un nivel satisfactorio de rendimiento, como lo prevé el artículo 157 de la LEAJ. 

Uno de los componentes del sistema de Carreja Judicial, es la evaluación del desempeño cuyos objetivos son garantizar el cumplimiento eficiente y oportuno de las funciones y servicios públicos, en atención a los fines esenciales del Estado, y fomentar el desarrollo integral del servidor público. Por tanto, son éstos los propósitos que lo caracterizan como un mecanismo dinamizador de mejoramiento institucional y del personal vinculado con la Rama Judicial; por tanto el objeto de la evaluación lo constituye la eficiencia y la eficacia del empleado en el desempeño de su empleo durante un período de tiempo determinado.

Lo anterior, aunado a los principios de la administración de justicia contenidos en los artículos 4° (Celeridad) y 7° (Eficiencia), permite que los funcionarios de carrera sean evaluados conforme lo indicó la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura en el Acuerdo objeto de control, donde la calificación insatisfactoria en firme, dará lugar al retiro del funcionario (Art. 172 ibídem).

Así la calificación de servicios tiene como objetivo verificar que los servidores de la Rama Judicial mantengan en el desempeño de sus funciones los niveles de idoneidad, calidad y eficiencia que justifican la permanencia en el cargo; para ello las Corporaciones y Despachos Judiciales, prestarán el apoyo que se requiera para estos efectos y suministrarán toda la información que posean sobre el desempeño de los funcionarios que deban ser evaluados. (Art. 169 ídem) 

De manera que según lo previsto en el artículo 170 de la LEAJ, la evaluación de servicios deberá ser motivada y el resultado de un control permanente del desempeño del funcionario o empleado y comprenderá:

I. Calidad.

II. Eficiencia o rendimiento.

III. Organización del trabajo.

IV. Publicaciones.

La Sección en la renombrada sentencia
 que negó la nulidad del Acuerdo No. 1392 de 2006, con relación al punto objeto de análisis indicó:

“(…) En los cargos tercero y cuarto, según la demanda, se violó el artículo 157 de la Ley 270 de 1996, pues el artículo 26 del Acuerdo No. 1392 de 2002, estableció la forma de evaluar el factor eficiencia y rendimiento, pero solamente basado en la carga de trabajo y en los egresos efectivos, dejando por fuera la demás actividades que se cumplen en un despacho judicial, esto es, la producción de las providencias y la práctica de pruebas en toda su extensión. Según el demandante, se violó el artículo 69 de la Ley 270 de 1996, en tanto, el Acuerdo demandado, exactamente en el artículo 21, al regular la evaluación del factor calidad, sólo tuvo en cuenta un número determinado de procesos, pero en el factor eficiencia y rendimiento no tomó toda la carga habida durante el periodo sino sólo los egresos. De este modo el Acuerdo No.1392 de 2002, no tuvo en consideración toda la función que comprende otras actividades del servidor judicial. Así, para determinar la carga se toman en cuenta los procesos ingresados en el periodo, sin ver que muy pocos de ellos se evacúan, por lo que no resulta equitativo descartar toda la actividad de instrucción desplegada en los procesos que aun no han egresado. (…)

Como se aprecia, ninguna de las normas que se acusan como violadas trata sobre cuál sería la materia objeto de calificación, de modo que el acto demandado no podría violar las reglas de la Ley Estatutaria si es que ellas no tratan de la materia de que se ocupa el acto demandado.

No sobra añadir que el Acuerdo No. 1392 de 2002, apenas derogó el Acuerdo 198 de 1996, éste había concebido un sistema de evaluación que puede recaer sólo sobre los procesos que hayan tenido decisión de fondo y en el cual se limitaba la doble instancia. El acuerdo sustituido, reproducido en la norma hoy demandada, ya fue juzgado favorablemente en sede Contencioso Administrativa por el Consejo de Estado en el fallo de 14 de marzo de 2002.
 (…)

También se acusa como violado el artículo 170  de la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, por ausencia de reglas específicas sobre la motivación de la evaluación de servicios, lo que permite la subjetividad del calificador en desmedro de los servidores públicos de la justicia. Además, no se define en qué consiste el control permanente del desempeño. (…)

El examen del acuerdo demandado revela que carece de razón el demandante, pues el artículo 170 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, confirma no solo la competencia del Consejo Superior de la Judicatura, sino que el Acuerdo No. 1392 de 2002 desarrolló cabalmente los principios trazados en dicho artículo, en consideración a la individualización y valoración permanente del trabajo judicial en todos sus factores. No sobra añadir que los formularios previstos a los largo del acuerdo, de manera detallada y discriminada, prevén el acopio de la información sobre la calidad de las decisiones, la deliberación de los Jueces Colegiados para asignar el puntaje que corresponde. De modo general, mediante el acuerdo se garantiza la pluralidad de calificaciones, la motivación necesaria para asignar el puntaje, así como exige dar cuenta de las razones para asignar el puntaje en caso de las visitas a los despachos judiciales. La convergencia y pluralidad de opiniones que llevan a la calificación final descarta la acusación de subjetividad que se endilga al acto demandado. (…)”

En esas condiciones el Acuerdo No. 1392 de 2002, que reglamenta el trema de calificación integral de servicios de los servidores de Carrera de la Rama Judicial, proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, cumple a cabalidad el ordenamiento jurídico y está conforme a los lineamientos de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia.

En conclusión, como ya en la sentencia trascrita la Sala decidió la solicitud de nulidad de la totalidad del articulado del Acuerdo No. 1392 de 21 de marzo de 2002, expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, denegando las pretensiones de la demanda, se dispondrá estarse a lo resuelto en la citada sentencia, como quiera que los razonamientos que fueron sustento de la medida, son también válidos en este caso para despachar desfavorablemente las súplicas; y declarará probada la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda respecto los Acuerdos Nos. PSSA06-3346 de 13 de marzo de 2006 y PSAA08-4874 de 11 de junio de 2008, por lo que se inhibirá de emitir pronunciamiento alguno.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

FALLA

1°.
DECLÁRASE probada la excepción de ineptitud sustantiva de la demanda, respecto de los Acuerdos Nos. PSSA06-3346 de 13 de marzo de 2006 y PSAA08-4874 de 11 de junio de 2008, en consecuencia se  inhibe de emitir pronunciamiento alguno.

2°.
ESTESE A LO RESUELTO en sentencia de 12 de agosto de 2010, proferida dentro del expediente 0581-2009, que denegó la nulidad del Acuerdo No. 1392 de 21 de marzo de 2002, proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

Cópiese, notifíquese, cúmplase y ejecutoriada esta providencia archívese el expediente.  

La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en Sesión de la fecha.

VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA

GERARDO ARENAS MONSALVE

GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN
             BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ

ALFONSO VARGAS RINCÓN


  LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO
� Acuerdo No. 1392 de 21 de marzo de 2002, por el cual se reglamenta la evaluación y calificación de servicios de los funcionarios y empleados de carrera de la Rama Judicial.





� Acuerdo No. PSAA06-3346 de 13 de marzo de 2006, por el cual se establecen las plantas de personal en los Juzgados Administrativos.





� Acuerdo No. PSAA08-4874 de 11 de junio de 2008, por medio del cual se determina el rendimiento esperado o capacidad máxima de respuesta para los Despachos Judiciales del tercer nivel.


� CORTE CONSTITUCIONAL, sentencia C-022 de 1996, M.P. Dr. Carlos Gaviria Díaz.


� Ver entre otras sentencias la C-265 de 1993, C-037 de 1996.


� La Corte al analizar la exequibilidad del art. 2 del decreto 2067/91, en punto a la exigencia de que en las demandas de constitucionalidad  se señalen "las normas constitucionales que se consideren infringidas" y "las razones por las cuales dichos textos se estiman violados", expuso en la sentencia C-131/93, M.P. Alejandro Martínez Caballero, los siguientes razonamientos que son válidos para la decisión del presente caso:





"(…) Para la Corte Constitucional, de conformidad con lo anteriormente dicho, el artículo 2° del Decreto 2067 de 1991, en los apartes atacados, es pues constitucional, porque allí se establecen unos requisitos mínimos razonables que buscan hacer más viable el derecho sin atentar en ningún momento contra su núcleo esencial.





En efecto, la obligación de los actores de cumplir los siguientes requisitos reúne tales consideraciones, así:





- El Señalamiento de las normas constitucionales  que se consideren infringidas: se le exige al actor que precise el artículo constitucional que estima violado con el fin de racionalizar el ejercicio de los derechos por parte tanto del ciudadano como de la Corte Constitucional. Ello no es óbice, sin embargo, para que la Corte de oficio confronte además la norma acusada  con la integridad de la Constitución. Ahora bien, para cumplir con esta exigencia no es necesario ser experto en derecho constitucional ni mucho menos abogado. Es deber de toda persona "cumplir con la Constitución", según el artículo 95 de la Carta. Además el estudio de la Constitución es obligatorio, al tenor del artículo 41 de la Carta. En consecuencia, si todo ciudadano debe conocer -y practicar- la Constitución, cuyos valores y principios humanistas son el fundamento de la convivencia, es natural que el Decreto 2067 de 1991 exija que se indiquen las normas que el demandante en acción pública de inconstitucionalidad estima infringidas.”


� Corte Constitucional, sentencia C-489 de 2000.


� Corte Constitucional, sentencia C-565 de 2000.


� Corte Constitucional, sentencia C-543 de 1992.


� Numeral adicionado por al el artículo 17 de la Ley 1285 de 2009.


� LEY 270 DE 1996, en el artículo 157, con relación a la Administración de la Carrera Judicial, dispone: “La administración de la carrera judicial se orientará a atraer y retener los servidores más  idóneos, a procurarles una justa remuneración, programas adecuados de bienestar y salud ocupacional, capacitación continua que incluya la preparación de funcionarios y empleados en técnicas de gestión  y control necesarias para asegurar la calidad del servicio, exigiéndoles, al mismo tiempo, en forma permanente conducta intachable y un nivel satisfactorio de rendimiento.“





� LEY 270 DE 1996, en el artículo 172, con relación a la evaluación de funcionarios, dispone que: “Los funcionarios de carrera serán evaluados por la Sala Administrativa de los Consejos Superior o Seccional de la Judicatura. Los superiores funcionales del calificado, remitirán de conformidad con el reglamento, el resultado de la evaluación del factor calidad, el cual servirá de base para la calificación integral.  





La evaluación de los Jueces se llevará a cabo anualmente y la de los Magistrados de los Tribunales cada  dos años.  


La calificación insatisfactoria en firme dará lugar al retiro del funcionario. Contra esta decisión proceden 


los recursos de la vía gubernativa.”





� LEY 270 DE 1996, en el artículo 169, con relación a la evaluación de servicios prevé que: “La evaluación de servicios tiene como objetivo verificar  que los servidores de la Rama Judicial mantengan en el desempeño de sus funciones los niveles de idoneidad, calidad y eficiencia que justifican la permanencia en el cargo.  


Las Corporaciones y los Despachos Judiciales, presentarán el apoyo que se requiera para estos efectos y suministrarán toda la información que posean sobre el desempeño de los funcionarios que deban ser evaluados.”





� CONSEJO DE ESTADO, Sección Segunda, sentencia de 12 de agosto de 2010, expediente 0581-2009 (09-00023-00), M.P. Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda - Subsección “A”, M.P. Dr.  Nicolás Pájaro Peñaranda, 14 de marzo de 2002. Radicación número: 11001-03-25-000-1999-0095-01(1236-99), Actor: Federación Nacional de Colegios de Jueces y Fiscales, Demandado: Nación – Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura, Autoridades Nacionales.





